SENTENCIA DE TUTELA 2ª INSTANCIA N°96
RADICACIÓN: 660013109001201800078-01

ACCIONANTE: SAMUEL VÁSQUEZ SOLORZANO
REVOCA 

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / RESPUESTA DEBE SER DE FONDO Y COMPLETA. REVOCA Y CONCEDE EL AMPARO.
En la contestación que emitió la entidad accionada y que le fue notificada al señor SAMUEL VELÁSQUEZ, no se integran todas las preguntas que realizó el actor, ya que escuetamente transliteraron algunos puntos de la ley 1861/17 pero no indican en qué forma se contestaron todos los interrogantes del accionante. Basta decir que quedaron en blanco situaciones tales como: (i) si el actor ingresó como soldado bachiller; (ii) si existe diferencia entre soldado bachiller y regular; (iii) los beneficios de cada una de las modalidades de incorporación; y (iv) los criterios legales para el pago de la bonificación.

En esas condiciones para esta Colegiatura no cabe duda que la actuación de la entidad vulneró y aún vulnera el derecho fundamental de petición del que es titular el señor SAMUEL VÁSQUEZ, por cuanto la respuesta no fue acorde con lo requerido, omisión que genera afectación de la garantía constitucional invocada.
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                                              RAMA JUDICIAL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, cuatro (4) de octubre de dos mil dieciocho (2018)

                                                                    Acta de Aprobación No 0896
                                                  Hora: 8:00 a.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el apoderado del señor SAMUEL VÁSQUEZ SOLÓRZANO, contra la sentencia proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela presentada contra el Batallón de Artillería No 8.
2.- DEMANDA 

La información que reporta el abogado del señor SAMUEL VÁSQUEZ, se puede concretar así: (i) el accionante ingresó a prestar el servicio militar de manera voluntaria en abril 04 de 2018; (ii) semanas después y por petición del Batallón presentó varios documentos que certifica los estudios por él realizados para ser incorporado como soldado bachiller; (iii) no obstante lo anterior, la entidad lo ingresó al servicio militar como soldado regular; (iv) en agosto de 2018 presentó derecho de petición por medio del cual solicitó a la entidad resolver varias inquietudes e interrogantes, a saber: “[…] PRIMERO: Corregir en toda la documentación de Samuel Vásquez Solórzano, las palabras Soldado Regular por Soldado Bachiller, a fin de que se modifique la modalidad de incorporación. SEGUNDO: Que me informen si hay alguna Ley de orden superior o de igual jerarquía a la Ley 1861 de 2017 que diga que el soldado regular y el soldado bachiller son iguales en cuanto a tiempo, modalidades de servicio y beneficios. Dado que a la fecha no la han encontrado. TERCERO: Que me informen ¿Cuáles son las diferencias entre el soldado regular y el soldado bachiller y cuáles son sus beneficios? CUARTO: Que en caso de que no haya diferencias entre soldado bachiller y soldado regular, se me informe: ¿Por qué en la documentación del soldado Vásquez hacen referencia a que es un soldado regular y, porque unos prestan servicio 12 meses y otros 18 meses? QUINTO: Que se informe ¿cuáles son los criterios para que a unos soldados se les pague el 30% y a otros el 50% de salario mínimo legal mensual vigente? SEXTO: Que se informe ¿cuáles son los criterios legales y razones fundadas para realizar pago de bonificación, al soldado bachiller Samuel Vásquez Solórzano? SÉPTIMO: Que se entregue certificado o constancia que diga la modalidad de incorporación del soldado Samuel Vásquez Solórzano, esto es como soldado bachiller; (v) la entidad accionada notificó la respuesta solo al señor SAMUEL VÁSQUEZ, pero no al apoderado judicial; (vi) el batallón no contestó en debida forma y con claridad los interrogantes; y (vii) señala que la principal pretensión del derecho de petición y la acción de tutela es que se cambie la modalidad de incorporación de soldado regular a bachiller.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez admitida la demanda de tutela el juez de primer nivel corrió traslado al Batallón de Artillería No 8, quien al respecto informó lo siguiente: (i) que el señor SAMUEL VÁSQUEZ ingresó a prestar el servicio militar en abril 04 de 2018, en atención al artículo 19 de la ley 1861/17; (ii) al conscripto le solicitaron la documentación relacionada con estudios que él hubiera realizado con el fin de ser seleccionado para prestar el servicio militar en la Escuela de Lanceros del Ejército Nacional, empero, la información fue solicitada con posterioridad a la incorporación; (iii) el accionante presentó un derecho de petición del cual se emitió la respectiva respuesta; (iv) la ley 1861/2017 establece las diferencias entre soldado bachiller y regular; (v) frente a las pretensiones cuatro y cinco del derecho de petición, el Comando hizo referencia a lo explícitamente señalado por el artículo 13 de la ley 1861/17; (vi) en cuanto a la petición del numeral cinco se indicó que la bonificación se encuentra establecida en el artículo 44 de la Ley 1861/17; (vii) en la respuesta al derecho de petición se anexó “Radiograma” de fecha septiembre 27 de 2017 emitido por el señor Mayor General Ricardo Gómez Nieto, Segundo Comandante del Ejército Nacional, y dirigido a las Unidades Ejecutoras de Presupuesto, igualmente entregaron Boletín No 009 del Comando Financiero del Ejército Nacional donde se hace relación al procedimiento de bancarización de la bonificación a soldados, con el fin de dar a conocer la manera como el Ejército ejecuta lo establecido en el artículo 43 de la ley 1861/17; (ix) en relación con el punto siete de la petición expidieron el certificado a favor del señor SAMUEL VÁSQUEZ, el cual hace referencia al período de permanencia en el servicio militar; y (x) la ley no hace distinción entre soldado bachiller y soldado regular, sin embargo, el señor VÁSQUEZ en el momento de suscribir el “enterado” se abstuvo de presentar solicitud de cambio de contingente, por tanto, el término de servicio militar para él corresponde a dieciocho meses. 
3.2- En septiembre 10 de 2018, el apoderado del accionante presentó un escrito que refutaba lo dicho por el Batallón de Artillería No 8 en el informe que rindió ante el juzgado. 

3.3- Agotado el procedimiento a seguir, en sentencia de septiembre 14 de 2018 y dentro del término constitucional, el juzgado de instancia profirió fallo por medio de la cual negó la acción de tutela.
Para llegar a la anterior determinación, el juez de primer nivel señaló que la entidad accionada actuó acorde con las disposiciones legales, y en ningún momento vulneró o amenazó los derechos fundamentales del accionante, toda vez que antes de la presentación de la acción de tutela había ofrecido la respuesta al derecho de petición, y aunque la misma no es favorable a los intereses del peticionario, dicha situación por sí sola no configura una vulneración.
4.- IMPUGNACIÓN

El apoderado del accionante se mostró inconforme con la determinación y la impugnó, y al efecto expuso: (i) en la acción de tutela se solicitó el amparo del derecho fundamental de petición, pero además, de otros derechos que se vieron afectados ante la respuesta desfavorable de la entidad de no cambiar la modalidad de incorporación del señor SAMUEL VÁSQUEZ -teniendo en cuenta los certificados de estudios-, pretensión a la que no accedió el fallador; (ii) el a quo señaló que la ley 48/93 fue derogada por la ley 1861/17, pero esta última norma no fue derogada en su totalidad; (iii) el juez de primer nivel consideró que el derecho de petición sí se resolvió, pero no se pronunció en relación con la negativa del Batallón de cambiar la modalidad de incorporación, vulnerándose así el derecho fundamental al debido proceso; (iv) tampoco se dijo nada en la sentencia respecto al documento que supuestamente firmó el accionante que impidió el cambio de contingente; (v) corresponde a las autoridades judiciales y administrativas observar el respeto por los procedimientos en toda clase de actuación, dando el trámite correspondiente a las mismas y corrigiendo los errores en los que las personas puedan incurrir por falta de comprensión o conocimiento; (vi) resaltó la sentencia T-976/12 en un caso que tuteló el derecho fundamental al debido proceso y ordenó cambiar la calidad en que ingresó de soldado regular a bachiller; y (vii) pide se revoque la sentencia de primer grado y en su lugar se ordene al Batallón San Mateo adelantar las actuaciones administrativas con el fin de que se modifique la modalidad en que fue incorporado el señor SAMUEL VÁSQUEZ, esto es, de soldado regular a soldado bachiller.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por Juzgado Primero Penal del Circuito de esta ciudad, de acuerdo con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00, modificado por los Decretos 1069/15 y 1983/17.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en la sentencia impugnada, en cuanto denegó la acción de tutela interpuesta por el señor SAMUEL VÁSQUEZ por intermedio de apoderado. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola.

5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En este caso el señor SAMUEL VELÁSQUEZ concurre ante el juez constitucional por medio de apoderado judicial, con el fin de lograr la protección de sus derechos fundamentales de petición y debido proceso, toda vez que el Batallón de Artillería No 8 no resolvió de fondo varios interrogantes que fueron planteados en la solicitud presentada ante la entidad en agosto 06 de 2018 y que se relacionan con la modalidad en que fue incorporado el accionante al Ejército para prestar el servicio militar, sin embargo, el a quo denegó el amparo y señaló que la entidad efectivamente emitió la respuesta, y aunque el impugnante advierte que el juez de primer nivel no se pronunció en relación con la posible afectación del derecho fundamental al debido proceso en lo que atañe a la orden de cambio de modalidad de soldado regular a soldado bachiller, para esta Corporación el derecho fundamental que se observa como quebrantado es el de petición, y debe entenderse así por lo siguiente:

Entre varias de las pretensiones del derecho de petición el accionante solicitó el cambio de incorporación en el Ejército Nacional, pero la respuesta rendida por la entidad no precisó si el ciudadano se encuentra prestando el servicio militar como soldado regular o bachiller, y aunque aportó una constancia en la cual señaló un período de doce meses de permanencia, dicha fecha no puede entenderse como una contestación concreta al requerimiento del actor.  

Empero, la anterior situación no se puede admitir como una afectación del derecho fundamental del debido proceso como lo señaló el impugnante, por cuanto lo que se percibe es una respuesta incompleta a su solicitud, y mal haría la judicatura en presumir la modalidad en que pudo haber ingresado el ciudadano al Ejército, cuando es obligación de la entidad precisar en qué grado lo hizo. Obsérvese que la misma entidad en el informe que rindió ante el juzgado de primer nivel admitió que la ley 1861/17 “señala las diferencias entre soldado bachiller y regular”, empero, no obstante ello, también expuso a continuación que la norma “no hace distinción alguna”; en consecuencia, la accionada no ha sido clara en su respuesta, de ahí que persista la afectación del derecho fundamental de petición. 
Ahora bien, el abogado en sus argumentos resaltó que el juez a quo debió ordenar al Batallón de Artillería cambiar la modalidad de incorporación, porque de no ser así se afectaría el derecho fundamental al debido proceso de su mandante; sin embargo, considerar dicha orden sin tener claridad cómo está vinculado el accionante sería desacertado, porque en realidad lo que se vislumbra es una respuesta incompleta a su derecho de petición, y aunque el apoderado del actor hace referencia a la sentencia T-976/12 -en la cual se ordenó el cambio de modalidad de un soldado-, dicha decisión del órgano constitucional no puede aplicarse en este asunto por cuanto la incongruencia de la entidad no permite concluir si existe una vinculación contraria a la que pide el actor.
El derecho de petición brinda la posibilidad de dirigirse a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se dirige la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que la respuesta sea negativa o positiva respecto del interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión así producida.  A este respecto, existen lineamientos generales trazados por la Corte Constitucional en lo que hace con el derecho de petición
.

Ha de entenderse entonces, que se presenta vulneración del núcleo esencial de este derecho cuando la entidad correspondiente no emite una repuesta en un lapso que, en los términos de la Constitución, se ajuste a la noción de pronta resolución, o cuando la supuesta respuesta se limita a evadir la petición planteada al no dar una solución de fondo al asunto sometido a su consideración.

En cuanto al primer aspecto, es necesario precisar que dada la naturaleza del derecho de petición, y por tratarse de un aspecto que toca directamente con el núcleo esencial de éste, corresponderá única y exclusivamente al legislador fijar los términos dentro de los cuales los distintos entes han de resolver las solicitudes que en interés general o particular le sean presentadas. Términos que, en atención a la esencia misma de los asuntos que le dan origen, deben ser razonables a efectos que la respuesta, en sí misma considerada, pueda satisfacer los requerimientos formulados.

La fijación de esos plazos estará determinada por la naturaleza del asunto en controversia, en consecuencia, han de tenerse en cuenta los trámites que debe agotar la entidad correspondiente para contestar en debida forma la petición planteada. En este sentido, los principios de razonabilidad y proporcionalidad juegan un papel preponderante en la labor que el legislador está llamado a realizar, con el fin de darle contenido a la expresión “pronta resolución” que emplea la Constitución para fijar los elementos constitutivos de este derecho
. 

La Ley 1755/15 en su artículo 13 dispone que “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma.”. Igualmente, el canon 14 en relación con el término para dar respuesta a las solicitudes, contempla que: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción.” En la sentencia SU-975/03 la H. Corte Constitucional precisó que el término de 15 días aplica también para la resolución de recursos frente a los actos administrativos que definen reconocimientos pensionales.

Ese término es de obligatorio acatamiento, aunque puede ser ampliado de forma excepcional cuando la administración por razón de la naturaleza misma del asunto planteado no puede dar respuesta en ese lapso. En este evento, así habrá de informárselo al peticionario indicándole además de las razones que la llevan a no responder a tiempo, la fecha en que se estará dando una contestación que satisfaga el segundo aspecto del derecho de petición, cuál es la respuesta de fondo
.

De conformidad con la situación fáctica planteada en el escrito de tutela, se advierte que lo solicitado por el actor por intermedio de su apoderado judicial se sintetiza en los siete interrogantes a los cuales se hizo alusión al comienzo de esta providencia. Muy a pesar de ello, el juez de instancia al analizar el caso concreto denegó la acción de tutela, por cuanto la accionada emitió respuesta a la petición elevada en diciembre 06 de 2018; empero, la Sala no comparte lo resuelto por el funcionario de primer nivel por cuanto la comunicación emitida por el Ejecutivo y Segundo Comandante Batallón de Artillería en ningún momento constituye una respuesta de fondo a lo pedido, como lo asegura la entidad.
En la contestación que emitió la entidad accionada y que le fue notificada al señor SAMUEL VELÁSQUEZ, no se integran todas las preguntas que realizó el actor, ya que escuetamente transliteraron algunos puntos de la ley 1861/17 pero no indican en qué forma se contestaron todos los interrogantes del accionante. Basta decir que quedaron en blanco situaciones tales como: (i) si el actor ingresó como soldado bachiller; (ii) si existe diferencia entre soldado bachiller y regular; (iii) los beneficios de cada una de las modalidades de incorporación; y (iv) los criterios legales para el pago de la bonificación.
En esas condiciones para esta Colegiatura no cabe duda que la actuación de la entidad vulneró y aún vulnera el derecho fundamental de petición del que es titular el señor SAMUEL VÁSQUEZ, por cuanto la respuesta no fue acorde con lo requerido, omisión que genera afectación de la garantía constitucional invocada.

Así las cosas, la Sala revocará la decisión adoptada por el Juzgado Primero Penal del Circuito de esta capital, y en su lugar se amparará el derecho fundamentales de petición del que es titular el señor SAMUEL VÁSQUEZ; y, como consecuencia de ello, se ordenará al Batallón de Artillería No 8, por intermedio de su Comandante, que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta sentencia proceda a emitir una respuesta de fondo respecto de la solicitud presentada en agosto 06 de 2018, es decir, contestando cada uno de los interrogantes de la solicitud, y en los puntos donde no sea posible acceder a lo requerido se señale el criterio legal correspondiente. 
6.- DECISIÓN 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE REVOCA la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito de esta ciudad, y en consecuencia se TUTELA el derecho de petición del que es titular el señor SAMUEL VÁSQUEZ SOLÓRZANO.

SEGUNDO: SE ORDENA al Batallón de Artillería No 8, por intermedio de su Comandante, que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta sentencia proceda a emitir una respuesta de fondo respecto de la solicitud presentada en agosto 06 de 2018, es decir, contestando cada uno de los interrogantes de la solicitud, y en los puntos donde no sea posible acceder a lo requerido se señale el criterio legal correspondiente. 

TERCERO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,
WILSON FREDY LÓPEZ
� Por ejemplo, en la sentencia T-043 del veintinueve (29) de enero de dos mil nueve (2009), M.P. Dr. Nilson Pinilla Pinilla.


� Sentencias T-392/97 y T-672/97.


� T-076/95, al igual que en las sentencias T-353/97, T-672/97, T-308/98, T-310/98.
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